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que «Una vaga e inexpresiva cautela» que no priva a la disposición
impugnada de su verdadero sentido: o sea. atribuir a la Generalidad
de Catalufta el cumplimiento de la obligaci6n de informaci6n a las
instituciones europeas. de forma directa y como Wlidad separada y
distinta del resto del Estado Español

Para: la representación de la Generalidad de Cataluña. la mera lectura
del precepto impugnado demuestra claramente que en la posici6n del
.Abogado del Esta40 no se respeta la literalidad de la norma. sino
que, devaluando e inCluso eliminando una frase de la misma -la remisión
a los conductos competentes-. atribuye a ésta un alcance que no le
es propio. La disposición impugnada no pretende ni atribuir facultades
o competencias a la Generalidad, ni que ésta se relacione directamente
con la Comisión de la Comunidad Europea. sino que la expresa refe·
rencia «a los conductos competentes,. pone de relieve. sin ningún esfuer­
zo hermenéutico. la voluntad de respetar los cauces de relación a través
de la Administración del Estado.

2. Expuesta sucintamente la posición de las partes en el proceso,
es necesario recordar que. según jurisprudencia reiterada (por todas
STC 77/1985. fundamento jurtdico 4.°). este Tribunal no debe pro­
nunciarse: sobre las eventuales o hipotéticas interpretaciones que sobre
las normas impugnadas propongan las partes en un proceso consti­
tucional. sino que su función, como supremo intérprete de la Cons-­
tituci6n, consiste en detenninar si la noerna impugnada y sometida.
por tanto, al juicio de constitucionalidad. se opone o no a los mandatos
constitucionales. No proceden por eno pronunciamientos preventivos
a través de los cuales se pretenda evitar una posible y no producida
aplicación del precepto en contradiccion con la Constitución; lo que
ha de impedir· este Tnbunal a través del juicio de constitucionalidad.
es que del precepto enjuiciado se deriven necesariamente resultados
o consecuencias contrarios a la 'Constituci6n. Natvralmente que de
ocasiones aquellos otros supuestos en los que la aplicación de una
nonna produzca -y no que pueda producir- vulneración de la Cons­
titución. el ordenamiento jurtdico ofrece los cauces. ante la jurisdicción
ordinaria o ante este Tribunal. para evitar que tales -situaciones se
produzcan.

Es, pues, la disposición adicional de la Ley del Parlamento de Cata·
luña 6/1983. tal y como ha sido creada y redactada por el Decreto
Legislativo 2/1986, la que ha de ser objeto de nuestro examen.

3. Que la información sobre residuos industriales a que se refiere
la ley habrá de hacerse por quien tenga competencia sobre esta materia
-y, por tanto. por la Generalidad de Cataluña- es algo que no ofrece
duda, pues la infonnaci6n requiere el adecuado conocimiento de aqueno
que es objeto de la misma para que su· fiabilidad o certeza alcance
el máximo de exactitud. mas de ahi no se deriva que la comunicación
de la información al Organismo destinatario tenga que -hacerse nece­
sariamente de fonna directa por la Comunidad Autónoma. En realidad
el sentido de la disposición adicional de la ley que se impugna es
el siguiente: el contenido de la infonnación requerida por las directivas
comunitarias corresponde a la Generalidad de Cataluña, mieAtras que
la transmisi6n de esa información a la' Comisi6n de la ComWlidad
Europea corresponde al Estado, pues es éste. como Estado miembro
de la Comwúdad Europea y obligado por las directivas comunitarias,

quien ha de relacionarse con dichas instituciones para hacerles Uegar
la informaci6n. De ahi que la expresión «a través de los conductoss
competentes» no pueda considerarse ni como una ambigüedad inex­
presiva, ni como una cautela carente de su propio significado. sino
como una necesidad que viene impuesta por la materia a que la infor­
maci6n se contrae -residuos industriales- y por el organismo que
ha de recibirla, la Comisión de la Comunidad Europea.

La disposición adicional de la ley catalana se limita a establecer
un deber de informaci6n que es consecuencia misma de la estructura
del Estado en relación con el eumplimiento de obügaciones derivadas
de la normativa de la Comunidad Europea. normativa que no supone
modificación alguna del reparto interno de competencias entre el Estado
y las Comunidades Aut6nomas. y si la materia objeto de la información
sobre residuos industriales corresponde a la Generalidad de Cataluña.
y esto no se discute sino que expresamente se admite en sus alegaciones
por el Abogado del Estado, es claro que, como ya hemos -dicho. a
ena corresponde facilitar la información, si bien habrá de hac&r1o a
través del conducto que determine el Estado a quien corresponde no
sólo la relación directa con la Comisión. sino también aunar las diversas
informaciones que reciba de los restantes entes autonómicos para faci~

ütar a la Comisión como un todo y no separadamente Ja infonnaci6n
por ena solicitada. A ello no se opone la disposición impugnada pues
contiene la expresa reserva de irüormar «a la Comisión de las Comu­
nidades. a través de los conductos competentes~. Asi lo reconoce la
Generalidad de Cataluña al afirmar reiteradamente en sus alegaciones
que la norma tiene por objeto cumplir las obligaciones impuestas por
la normativa de la Comunidad Europea y que la reserva en ella contenida
pone de .relieve la voluntad de respetar los cauces de relación que
se detenninen por el Estado.

En definitiva. basada la impugnación de la disposición adicional
debatida en atribuir a ésta un contenido y un alcance que no se corres-.
ponde con la literalidad de su texto. ni con la fmalidad de información
a que responde. es claro que. sin necesidad de entrar en mayores
razonamientos parser hipotéticas las infracciones denunciadas. no pro­
cede declarar la inconstitucionalidad SQlicitada por el Abogado del
Emoo. '

FALLO

En atend6n a lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFiERE LA CONS1TI1JClÓN DE LA NACIÓN EsPANOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de inconstitucionalidad.

Publiquese esta Sentencia en el.:Boletin Oficial del Estado~.

Dada en Madrid. a veintinueve de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Fumado.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferter.-Luis López
Guerra-Fernando García-Mon y González RegueraL-CarJos de la Vega
Benayas.-Eugenio Dtaz EimiI.";"'Alvaro kodriguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-José Gabald6n López.-Rafael Mendizábal AlIen·
de.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz Vtllal6n.-Carles Viver
Pi.sunyer.-Rubricados.

26519 Pleno. Sentencia 173/1992, de 29 de octubre. Cuestión
de inconstltucionalidad 132/1989. En relación con el ar­
tículo 10.1 de la Ley Orgánica 1111985, de 2 de agosto,
de Ubenad Sindical.

del Gobierno de la Naci6n. y el Fiscal General del Estado y ha sido
Ponente el Magistrado don Caries Vrver i Pi-Sunyer, quien expresa
el parecer del Tribunal.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Miguel
Rodriguez-Piftero y Bravo Ferrer, Presidente; don Luis López Guerra.
Vicepresidente, don Carlos de la Vega Benayas. don Eugenio Diaz
Eimil, don Alvaro Rodrlguez BereüO. don Vicente Gimeno Sendra.
don José Gabaldón L6pez. don Rafael de Mendizábal Allende. don
Julio Diego Qonzález Campos.. don Pedro Cruz Vtl1a16n y don CarIes
Viver Pi-Sunyer, Magistrados. ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuesti6n de inconstitucionalidad núm. 132/89, promovida
por la Magistratura de Trabt\io núm. 28 de Barcelona respecto del
art. 10.1 de la Ley Orgánica 11/1985. de 2 de agosto. de Libertad
SindicaL Han sido partes el Abogado del Estado en representación

L Antecedentes

L El 19 de enero de 1989 tuvieron entrada en el Registro de
este Tribunal actuaciones procedentes de la Magistratura de Trabajo
núm. 28 de Barcelona y correspondientes al planteamiento de cuestión
de inconstitueionalidad respecto al arto 10.1 de la Ley Orgánica 1J/1985.
de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

2. De las actuaciones se desprenden los siguientes antecedentes:

a) El 28 de junio de 1988 tuvo entrada en el Decanato de las
Magistraturas de Tra.rnijo de Barcelona comunicación de oficio de pro­
ceso jurisdiccional de conflicto colectivo. Esta comunicación fue turnada
a la Magistratura nÚlD. 28 de Barcelona

b) El juicio oral se celebr6 el 29 de septiembre de 1988 con­
curriendo la parte iniciadora -Fomento de Obras y Construcciones.
Sociedad Anónima-, y las demandadas -Federación de Actividades
Diversas de Ce. OO. de Cataluña y Federación de Servidos Públicos
de la U. G. T. de BarceJona- El objeto del litigio era detenninar
el ámbito organizativo territorial -de la empresa a tener en cuenta a
efectos de proceder a ·la elección de delegados sindicales.de acuerdo
con el arto 10.1 L.O.L.S.

e) En providencia de 30 de septiembre de 1988 Ja Magistratura
de Trabajo acordó conceder plazo para alegaciones al Ministerio Fiscal
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respecto de la posible inconstitueionalidad del art. 10.1 L.O.L.S.• en
relación con los arts. 7. 28 y 37 c.a. «al. impedir el texto de la Ley
la elección de representantes sindicales en centros de trabajo de menolil
de 250 trabl\iadores que disfrutan de Convenio propio•.

d) El Ministerio Fiscal. en SU informe. interesó el efectivo plan·
teamiento de la cuestión. Tras reseñar Jos antecedentes y la jurispru­
dencia constitucional en relación con el contenido de libertad sindical.
sostiene que el arto 10.1 implica que en el ámbito de las empresas
o centros de trabiYo con menos de 250 trabajadores. se vea restringido
el ejercicio de la acción sindical en cuanto que los t:J:'ab$dores afiliados
a los distintos sindicatos. incluidos los mfls representativos no pueden
elegir a sus representantes sindicales ni desarrollar eficazmente la corres-­
pondiente actividad sindical prevista en los arts. 8 Y 9 de dicha Ley,
Eno supone privación de facultades contenidas en el art. 28.1 C.E.
En efecto. dado que también en estas empresas y'centros de, trabajo
puede desarrollane aetividad sindical (arto. 2.1 d) y 2.2 d) L.O.L.S.]
y que en eUas existen Comités de Empresa y Delegados de Personal.
no hay razón alguna que justifique que no puedan elegirse representantes
o delegados sindicales sobre todo habida cuenta de la preponderancia
constitucional del sistema de representación sindical sobre el unitario
(STC 11811983). Por otro lado, al no pode... elegir delegados sindicales,
se· dificulta el ejercicio de los derechos de los arts. 8 Y 9 L.O.L.S.
y se impiden los del arto 10.3. que resultan esenciales para el ejercicio
de funciones representativas por la Sección Sindical. En fin. si el
arto 8.1 L.O.L.s. reconoce la autonomía sindical en la organización
de las Secciones Sindicales. no es coherente la posterior restricción
de tal autonom1a.

e) Fomento de Obras y Constn1cciones. Sociedad Anónima,
(F.O.C.SAl. se opone al planteamiento de la cuestión. Según la juris­
prudencia del Tribunal Constitucional. el derecho de libertad sindical
tiene un contenido esencial. intcgrado por su núcleo minimo e inc:fis..
ponible. Y un contenido adicional. cuya conf.rguración corresponde a
la Ley. El art. 10.1 LO.L.S. se incluye en este último puesto que,
según el propio Tribunal ConstitucionaL la representación en la empresa
no queda incluida en el art. 28.1 C.E. De admitir lo contrario. habria
que declarar inconstitucional también otros preceptos del Estatuto de
los Trabajadores o de la propia L.O.L.S. que atienden a magnitudes
numéricas. sea de la empresa o de la representatividad sindical, para
asignar derechos a la representación de los trabajadores. En cuanto
al derecho a la negociación, no se ve afectado ya que corresponde
a las organizaciones sindicales y no a los delegados sindicales. Y eno
sin contar con que la estrecha relación del derecho de libertad sindical
y del derecho a la negociación colectiva no llega a transfonnar. según
reiterada jurisprudencia constitucional. a la negociación colectiva en
derecho fundamental. Por otro lado, el art. 10.1 L.O.L.S. no ímpide
absolutamente la acti~idad sindical de la empresa. pues ésta puede
desarrollarse siempre en los términos de los arts. 8 y 9, sin que se
incida, en cualquier caso, en las facultades orpnizativas del sindícato
que se proyectan mi intra mientras que la elección de delegados sin­
dicales es una cuestión que tiene efectos externos. Conviene. en fin.
recordar que el precepto ha venido siendo aplicado reiteradamente
por los Tribunales Laborales sin que se hayan suscitado problemas
de constitucionalidad

f) La Federación de .Actividades DiveIsas de Cataluña Ce. OO.
se mostró favorable al planteanúento de la cuestión.· TI1lS afirmar la
concurrencia de los requisitos fonnaJes para ello, afmna que una lectura
restrictiva de los ans. 8.1 y 10.1 L.O.L.S. implica que no exista posi~
bilidad de un ámbito intermedio entre empresa -y centro de trabajo
a efectos de constituir una Sección Sindical. Con ello, aparte de pro-.
ducirse una intromisión inaceptable en el ambito de la libertad de
organización, muchos trabajadores (en el caso de autos. aproximada­
mente la mitad). quedan sin representación sindical.. Por otra: parte.
la limitación de la posibilidad de elegir delegado sindical a las empresas
o centros que tengan 250 ~adoresmutila también el derecho de
la libertad sindical. Dado que la posibilidad de elegir representantes
unitarios existe en Empresas y Centros desde Jos seis trabajadores,
el limite del art. 10.1 L.O.L.S. carece de racionalidad y, en cualquier
caso. impide que los Sindicatos en estas empresas y centros contribuyan,
como impone el art. 7 CE.• a la defensa y promoción de los intereses
socioeconómices que les son propios. g) La Federación de .Servicios
Públicos de Barcelona de U.G.T. se opone al planteamiento de la
cuestión. Apunta de un lado la posibilidad de que la STC 98/1985.
que resolvió el recurso previo contra el proyecto de Ley OrgáIÚca
de Libertad Sindical. produzca cosa juzgada material. En cualquier
caso. señala que el art. 10.1 L.OL.S. no es inconstitucional. Las Sec·
ciones Sindicales y el Delegado Sindical no están consagrados en los
arts. 7, 28 y 37 CE. sino que son instituciones de creación ·legal.
Por ello. dificilmente puede sostenerse la inconstitucionalidad de la
norma que las confJgUra. Por otro lado. aunque el arto 28.1 C.E. proscriba
la intervención en la organización interna del sindicato, las Secciones
Sindicales asumen carácter externo pues se refieren a la actuación
en el interior de la Empresa por lo que escapan al ámbito del art.
28.1 C.E. En defInitiva, su establecimiento y conf¡guración es com­
petencia del Legislador que siempre podrá establecer limites, incluso
numericos. a su existencia..

3. El 11 de enero de 1989 la Magistratura de Trabajo dictó Auto
en el que acordaba elevar al Tribunal Constitucional cuestión de incons­
titucionalidad del art. 10.1 L.O.L.S. y preceptos concordantes o conexos
JX)f su posible contradicción con los a..'1S. 7, 28 Y 37 CE. en su argu­
mentación juridica se contienen las siguientes aflIllUlciones:

a) El Magistrado señala, ante todo. que concurren los requisitos
del art. 35 LOTC. Se trata de decidir sobre.el ambito en el que hao
de constituirse Secciones Sindicales en F.O.C.S.A y para ello es forzosa
la aplicción de los arts. 8.1 a) y 10.1 L.O.L.S. Por otra parte, el plan­
teamiento de la cuestión no viene obstaculizado por la existencia de
un previo pronunciamiento del Te. en los recursos 584, 585 Y 594/84
puesto que éstos no afectaron al particular que ahora se cuestiona

b) Una interpretación restrictiva de los arts. 8.1 a) 10.1 L.O.LS.
sólo permite constituir Secciones Sindicales en la empresa o en el
centro de trabajo. Ello supone negar a una Organización ~indical la
posibilidad de constituir una Sección a nivel intermedio entre el marco
de la empresa y el del centro de trarnuo lo que. impide el desarrollo
de una importante faceta de las relaciones laborales en un caso corno
el de autos en el que la unidad empresarial goza de convenio propio.
En efecto. de aplicarse .la ley en tal sentido esta unidad quedada sin
representación- sindical y. por tanto. condenada al silencio con dis­
minución grave de su capacidad de negociación. En consecuencia. la
interpretación de estos preceptos debe efectuarse en sentido amplio
o, en caso contrario. entenderse que son inconstitucinales por no res­
petar la libertad sindical.

c) Por otra parte, la mencionada norma incide en mutilación de
la bbertad sindical al no establecer representación sindical para los
colectivos laborales de menos de 250 trabtüadores sin que este limite
obedezca a criterio alguno de racionalidad o de necesidad. Si en colec­
tivos de mAs de seis trabajadores es posible elegir delegados de personal
(arts. 62 E.T.), siendo que dichos representantes no tienen rango cons­
titucional. con mucha mayor razón ha de entenderse que en los centros
de trabajo con menos de 250 trabé\jadores 105 Sindicatos han de tener
capacidad de representación. Por ello. ,ese limite pugna con lo esta­
blecido en el art. 7 C.E. a tenor del cual los Sindicatos dcben contribuir
a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que
le son propios.

d) En fro. el art. 10.1 L.O.L.S. impide a los Sindicatos presentes
en aquellas empresas o centros de t:rabI\iO ejercer plenamente su acti­
vidad sindical en los términos de los arts. 8 Y 9 L.O.L.S. y, desde
luego, el ejercido completo de los derechos del art. 10.3 L.OL.S.

4. En providencia de 6 de febrero de .i989. la Sección Cuarta
acordó admitir a trámite la cuestión. publicar su incoacíón en el «Boletin
Oficial del Estado» y, comorme al arto 37.2 LOTC•.dar traslado de
las actuaciones al Congreso de los Diputados y áJ Senado. por conducto
de sus Presidentes. al Gobierno, por conducto del Ministerio de Justicia
y al FlSCal General del Estado al objeto de que, en el plazo de quince
días. pudieran personane en el procedimiento y formular las alegaciones
que estimen convenientes.

5. En escrito registrado el 16 de febrero de 1989, el ~ident<:
del Congreso de los Diputados comunicó que, aunque no se personaria
en el procedimiento ni formularla alegaciones. ponia a disposición del
Tribunal las aetuapones que pudiera precisar.

6. En escrito registrado el 27 de febrero de 1989. el Presidente
del Senado solicitó que se tuviera por personada a la Cámara y por
ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1 LOTe.

7. El Abogado del Estado, en representación del Gobierno· de
la Nación. suplica que se declare mal planteada la cuestión y, sub--.
sidiariamente•. que se declare que el art:. 10.1 L.O.L.S. se adecúa a
la Constitución:

a) De un lado, pone de manifiesto la posible falta de condiciones
procesales que, a su juicio. afecta al objeto mismo de la cuestión.
El órgano proponente no duda de la validez del art. 10.1 L.O.L.S.•
sino que trata de traer ante este Tn1>unal una cuestión atinente a su
interpretación. De este modo lo que se pretende es utilizar el cauce
de la cuestión para que sea el Tribunal Constitucional quien dé direc­
trices interpretativas que pennitan resolver el proceso Q qua. Por ello.
existe un defecto en el juicio de relevancia: el filllo del proceso a
quo no depende de la validez o invalidez del arto 10.1 L.O.L.S.• sino
de su interpretación' por el órgano llamado a aplicarlo. En la cuestión
que ahora se plantea la anulación de la norma legal no tendria incidencia
alguna en el sentido del faDo. sino que generarla un Yacio nonnativo
que privaría de significado al proceso a quo.

b) En cuanto al fondo del asunto, el Abogado del Estado destaca
que la posibilidad de nombrar deJegados sindicales no forma parte
del contenido esencial del derecho a la libertad sindicál. sino que se
trata de una opcibn legítima del legislador en la confrgumción de los
medios de acción sindical y en la conformaclón de los órganos de
representación sindical de los trabiúadores en la empresa. cuya orde­
nación y creación son desarrollo del art. 129.2 c.E. y no del art. 28
CE. Lo que este último integra son derechos de actividad de los Sin­
dicatos (negociación, cotúlicto). medios de acción que, por contribuir
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de founa primordial al desenvolvimiento de la actividad a que el Sin­
dicato esta llamado por el 3rt. 7 C.E., constituyen el núcleo mínimo
do la. libertad sindical. Nada de ello tiene que ver con la facultad
de determinadas Secclones Sindicales para nombrar delegados que las
representen. Por otro lado. los presupuestos que condicionan en la
Ley el nombramiento de delegado sindical no implican que las unidades
en las que aquéllos no concurran queden sin representación sindical.
Los delecados son representantes de las Secciones Sindicales cuya nece­
sidad sólo se hace patente en empresas de grandes dimensiones,pero
no son el único cauce de representación y ni siquiera constituyen un
cauce distinto de las Secciones Sindicales a. las que representan.

8. El Ftseal General también entiende que debe declararse que
el art. 10.1 LO.LS. no es contrario a los arts. 7. 28.1 Y 37 e.E.

a) Antes de comenzar el examen de la cuestión, destaca que pre­
viamente a este conflicto se promovió otro que resolvi6 los aspectos
fácticos de la cuestión planteada -Y. en concreto. qué unidades de
la empresa debtan considerarse centros de trabajo-. Por otro lado,
la intcrpretacl6n del art. 10.1 L.O.LS. por los órganos judiciales del
orden social es pacifica en el sentido de que el mismo establece como
bese a tomar para la elección de delegados sind1ca1es la empresa o
el centro de trabajo de más de 250 trabl\iadores y no otras unidades
organizativas ni de menor número de trabajadores. El 6rgano judicial
no pone en duda esta intetprctaci6n, por lo que la cuestión de incon!r
titudonalidad se centra en determinar si el art. 10.1 LO.L.S., en la
medida en que sólo autoriza la existencia de delegados en este tipo
de unidades productiws, es contnlrio o no a los arts. 7. 28.1 Y 37 c.E.

b) La contestaci6n a esta pregunta exige recordar el contenido
del derecho a la libertad sindical. Según la STe 51/1988. la libertad
sindical comprende UD contenido esencial y un contenido adicional.
entre el que se incluyen las facultades de representatión en la empresa.
En consecuencia. los delegados sindicales no pertenecen al núcleo de
la libertad sindical. sino que constituyen un medio adicional de acción.
cuya conf¡gu.ración corresponde al legislador. En cuanto al derecho
a la negociación colectiva. tampoco se ve lesionado por el precepto
porque las facultades negociadoras del Sindicato no se ven cercenadas
por la imposibilidad de ele¡ir delegados sindicales.

9. En providencia de 27 de octubre de 1992 se flió para deli·
beración y fallo el siguiente dia 29.

n. Fuadamentos Jurídicos

l. El precepto cuya constitucionalidad se cuestiona en el presente
procedimiento es el art. 10.1 L.O.L.S. a su tenor,

«En las empresas o, en su caso, en los centros de trabajo que
ocupen a más de 250 trabajadores, cualesquiera que sea la clase de
su contrato. las Seccioneli Sindicales que puedan constituirse por los
~adotes afiliados a los Sindicatos con presencia en los Comités
de Empresa o en los 6r¡anos de representación que se establezcan
en las Administraciones Públicas estarán representadas. a todos los
efectos por delegados sindicales elegidos por y entre sus afiliados en
la empresa o en el centro de trabajo.•

La Magistratura proponente no cuestiona todo el precepto. sino
algunos de los limites que el legislador establece para la elección de
delegados sindicales; Concretamente, la imposibilidad de constituir Sec­
ciones Sindicales a un .:nivel intermedio. entre la empresa y el centro
de trabt\jo y el núnimo de 250 trab<Yadores que debe reunir la empresa
o el centro de trabajo para que la Sección Sindical pueda dotarse
.de un delegado sindical A juicio del 6rgano judicial que promueve
la cuestión, estos limites implican que determinadas unidades produc­
tivas queden sin representación sindical, difieultándose a las organi~

zaciones sindicales el.ejercicio pleno de la activIdad sindical dentto
de la empresa. En consecuencia. los mismos pueden resultar contrarios
a los arts. 7.28.1 Y37 e.E. .

2. Antes de entrar en el fondo de la cuestión es preciso analizar
la objeción que,. respecto a su admisibilidad. formula el Abogado del
Estado. A su juicio. faltan en este caso las condiciones procesales
requeridas para su planteamiento, ya que el órgano proponente no
cuestiona la validez de la norma, sino que traslada a este Tribunal
un problema referido simplemente a su interpretación. Ello es así porque
no existe una correlación lógica entre su eventual anulaci6n y la satis·
facción de las pretensiones de las partes. Al respecto destaca que la
anulación del art. 10.1 L.O.L.S. no tendrla incidencia alguna en el
fallo. sino que generarla un vacio normativo, con la consiguiente pri~
vación de sentido del entero proceso a quo.

Esta alegaci6n no puede ser atendida. El planteamiento le la Magis.­
tratura de Trabajo aparece suficiente en términos de juicio de relevancia
puesto que se especifican los preceptos constitucionales que se suponen
~OS,~ ~na~ c~de.~ supuesta. inftacciÓ!1.y~J~ca

la relación de dependt:ncia entre la validez del art. 10.1 L.O.LS. y
la solución del caso, concretamente. y el éxito de la pretensión de
una de las partes. Esta sostiene. en efecto, su derecho a que se tome
como referencia para L'l elección de delegados sindicales. una unidad

productiva no contemplada en el arto 10. 1 C.E. -por no ser empresa
o centro de trabajo. ni alcanzar en cuanto tal el minimo de 250 tea·
bajadores-. Desde esta perspectiva. la estimación de su· pretensión.
en caso de que la misma venga impuesta como sostiene el 6rgano
judicial por el derecho de libertad sindical requiere un previo pro­
mmciamiento de este Tribunal respecto a la inconstitueionaUdad de
los limites establecidos en el art. 10. 1 LO.L.S. Pronunciamiento que.
por ouo lado. no privarla de sentido al proceso a qua pues. en la
hipótesis de que el precepto fuera inconstitucional por las razones
expuestas en el Auto de planteamiento. el fallo de este Tribunal no
habría de conducir. como sostiene el Abogado del Estado. a la desa­
parición total del precepto sino sólo a la de aquéllos limites cuestionados.

3. Asi pues. no existiendo objeción procesal alguna respecto al
planteamiento de la cuestión, es preciso resolverla en cuanto al fondo.
Para eOo conviene recordar sucintamente. ante todo. la reiterada doc­
trina de este Tribunal respecto al contenido del derecho de libertad
sindical y, más en concreto. la referida a las filcultades de acci6n sindical
en la empresa dentro del ámbito €te tal derecho. .

Son reiterad.isimos los pronunciamientos de este Tribunal que aflf­
man que el contenido esencial del derecho de libertad sindical, en
su faceta colectiva. no se agota en los aspectos meramente organizativos
o asociativos-' expresamente aludidos en el art. 28.1 C.E. Junto a éstos
el contenido esencial del derecho, entendido como núcleo mInimo
e indisponible sin el cual no seria recognoscible. comprende también
los derechos de actividad o los medios de acción necesarios para que
el Sindicato pueda. cumplir las funciones a las que es llamado por
el art. 7 C.E. Medios que han sido identificados por este Tnbunal
en la huelga. la negocacibn colectiva y la promoción de conflictos
colectivos (entre otras. SSTC 37/1983; 39/1986; 51/1988; 61/1989;
127/1989~ .

El hecho de que detenninados derechos de acción sindical queden
inchúdos en el contenido esencial del derecho no implica. sin embargo.
que cualesquiera prerrogativas sindicales concebibles en este terreno
constituyan un llmite para el legislador. Al respecto. la jurisprudencia
constitucional ha reiterado que las normas infraconstitucionales pueden
desarroUar .el derecho de libertad sindical en clave de promoción, aña-­
diendo al contenido esencial derechos o facultades de actuación sindical
adicionales. Tales derechos. al no trascender al contenido esencial de
la libertad sindical,. no operan como limite de la actuación legislativa.
En otras palabras. más allá del contenido esencial, el legislador dispone
de un amplio margen de maniobra que le pennite crear medios adi·
cionales de promoción de la actividad sindical pero tambi~n confi­
gurarlas y limitarlas y. en el futuro. modificarlas o suprimirlas (SSTC
39/1986; 9/1988; 61/1989; 127/1989).

4. Esta doctrina -reiterada recientemente en las SSTC 30/1992.
fundamento jurídico 3.°, y 75/1992, fundamentos juridicos 2. a}- ha
sido aplicada también en relación con la actividad sindical en la empresa
y con las prerrogativas en las que la misma se concreta. En efecto.
este Tribunal ha abordado frontalmente este tema en las SSTC 61/1989
y 84/1989. Conviene detenerse brevemente en la doctrina que se ha
establecido en eUas~ la misma suministra la clave para despejar
las dudas de inconstitucionalidad que motiva esta cuestión.

En relación con la representación sindical en la empresa, tal y
como se confIgura en la Ley Orgánica de Libertad Sindical. este Tribunal.
al referirse a las Secciones Sindicales de empresa. ha subrayado que
en ellas concurre una doble vertiente. De un lado, son ...instancias
organizativas internas del sindicato»- y. de otro. «representaciones exter­
nas a las que la ley confiere· deten;n.inadas ventajas y prerrogativas.
que suponen correlativamente cargas y costes para la empresa>l-.

Solo el aspecto estrictamente organizativo de la representación sin­
dical en la empresa a~ como atinente al contenido esencial de
la libertad sindical De abI que. como aftrman las SSTe 61/1989 y
8411989. la L.OL.S. no prohibe su ejercicio a ningún sindicato ni
a ninguna Secci6n Sindical. .:ni seguramente podria prohibirlo». Por
el contrario. la imposici6n de cargas a la empresa derivada de la actua~
ción sindical implica la promoción de la actividad del Sindicato en
la empresa o en el centro de tratxYo. Aparece as! como un instrumento
adicional que el· Legislador puede licitamente establecer. ordenar y
delimitar sin incurrir en iconstitucionalidad puesto que no está incluido
en el contenido esencial de la libertad sindical.

5. Estas consideraciones nos permiten ya dar solución a la cuestión
propuesta por la Magistratura de Trabajo núm. 28 de Barcelona. Solu­
ción que no puede ser otra que la declaración de que el precepto
cuestionado no es conrrario a los arts. 7, 28.1 Y 37 C.E. Para negar
a esta con~lusi6n, resulta imprescindible, ante todo, destacar que del
arto 10.1 L.O.L.S. nó se deduce la imposibilidad de que el Sindicato
se organice en detenni."'ladas undiades productivas. por ejemplo, las
de .nivel intennedio. entre la empresa y el centro de trabaJO, con
menoscabo de sus funciones representativas. Y por ello tampoco puede
~ que los ~ba~.res,9U-C prestan sus ~rviciosen esas unidades

productivas. queden privados de su protección. Es claro. en este sentido,
que el art. 10.1 L.O.L.S., ni por si misma ni en conexión con mres
articulus como. por ejemplo, el 8.1 a) impide en modo ~lgur.o que
se constituyan Secciones Sindicales en cualesquiera· '''.'lld;ill,;-, rroduc-
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tivas, con independencia de la forma en que ésta se organice y de
las características de su plantilla. De hecho. aJ no sulleditar la cons­
titución de Seccíones Sindicales a requisito alguno de representatividad
del Sindicato o de tamaño de las empresas o de los centros, se posibilita
la presencia de todo Sindicato en cualquier lugar de trabajo.

Al ser la constitución de secciones manifestación de la libertad
organizativa del Sindicato. nada impide que las mismas se aU"-OOTgaIlicen.
de acuerdo con los Estatutos del Sindicato. y elijan sus representantes.
De esta forma. el Sindicato puede estar presente en cualquier lugar
donde se desarrolle trabajo y realizar allí sus funciones representativas
(SSTC 6111989 y 8411989).

6. El único límite que al respecto establece el arto 10.1 L.c.L.S.
es el de que el delegado sindical sólo ostentara detenrunados derechos
frenta a la empresa -los previstos en el arto 10.3 L.O.L.S.- cuando
concurran ciertos· requisitos referidos tanto a las características de la
unidad productiva como a la implantación de la organización sindical
en la misma.

La cuestión de inconstitucionalidad propuesta por la Magistratura
de Trabajo afecta a los primeros. A juicio del órgano judiciaL al impedir
el arL 10.1 1..OL.S. que existan delegados sindicales en cualesqueira
unidades productivas, se perjudica. de un lado, el pleno ejercicio en
ellas de los derechos de actividad sindical en la empresa de los
arts. 8 Y 9. se priva al Sindicato, de otro, del acceso a los derechos
del arto 10.3 y, en fUI, se dificulta el ejercicio de la negociación colectiva
Todo ello sin contar con que el minimo de plantilla exigido por el
art. 10.1 L.O.1..S. carecería además de cualquier fundamento habida
cuenta de que el. Estatuto de los Trabajadores pennite que existan
representantes «Unitarios» a partir de un número de trabajadores muy
inferior al previsto en la L.O.L.S.

Ninguna de estas circunstancias permite, sin embargo, sostener que
el arto 10.1 L.OL.S., en cuanto exige para la designación de delegados
sindicales que la empresa o el centro de trabajo tenga un detennínado
número de trabajadores, sea contrario al derecho de libertad. sindical.
Es cIaro. en primer lugar. que la última consideración aparece per­
fectamente *na a la cuestión planteada. En efecto, el hecho de que
los criterios organizamos de la representación unitaria puedan ser dif~
rentes a los previstos en la L.O.L.S. para la de carácter sindical nada
dice sobre la adecuación de las reglas de ésta a los imperativos.de
la libertad sindical. Ni. en cualquier caso, parece licito intentar comparar
ambos tipos de representación cuando este Tribunal ha declarado ya
que las mismas tienen distinto fundamento y naturaleza (STC
11811983). A efectos de determinar, pues, si el arto 10.1 L.O.L.S. es
inconstitucional por contrario a la bbertad sindical sólo debe valorarse
si el mismo produce una intolerable reducción del contenido esencial
de tal derecho.

No es posible. sin embargo. admitir que ello suceda. No se trata
sólo de que la inexistencia de delegado sindical no incide de fonna
tan drástica como pretende el órgano judicial en las facultades de
la Sección Sindical en la empresa. En efecto. el hecho de Que deter­
minadas Secciones Sindicales no pueden contar con imperativo legal
con un delegado de los preyistos en el art. 10 L.O.L.S. no impide
en modo alguno el ejercicto de los derechos de los arts. 8 y 9 L.O.L.S.

por sus respectivos titulares. Ni siquiera la negociación colectiva se
ve afectada pues la que pueda desarrollarse. con arreglo -a la legisla­
ción especifica, no corresponde a estos sino a las Secciones Sindicales.
cuyos representantes cuentan, a estos efectos, con específicos apoyos
-art. 9.2 L.O.L.S.-. En rigor. pues la falta de delegado sindical en
determinadas secciones sólo comporta la imposibilidad de acceder a
los derechos previstos en el art. 10.3 L.O.L.S.

Con todo. lo versladeramente relevante es que. aunque se admita
que. en ténninos de representación sindical en la empresa, es mAs
efectiva la desarrollada como apoyo de un delegado sindical dotado
de todas las prerrogativas legales que la desasistida de estas ventajas.
tal consideracíón no permite a este Tribunal actuar sobre los limites
establecidos por el Legislador para detenninar las unidades productivas
en las que cabe:: nombrarlo. En efecto. como hemos argumentado más
arriba, estas ventajas y prerrogativas dirigidas a promocionar la actividad
sindical en los lugares de trabajo. no integran el contenido esencial
de la libertad sindical. En consecuencia, su establecimiento y confi­
guración corresponde. como señalan tanto ei Abogado del Estado como
el Fiscal General. a la libre decisión del legislador. Pues bien. no cabe
duda de que los derechos del arto 10 L.O.L.S. suponen correlativas
obligaciones para la empresa Y. en cuanto tal, se sitúa en una perspectiva
de promoción del hecho sindical, ajena al contenido esencial de la
libertad sindical. pues ésta continúa siendo recognoscib1e aunque no
todos los Sindicatos Ostenten derecho a tener un delegado en cualquier
unidad productiva, con independencia de su representatividad o la con­
figuración y tamaño de aquéDa. En consecuencia. al Legislador corres­
ponde determinar. en el ejercicio de su libertad de conf¡guración, los
limites de la institución, sin que este Tribunal pueda controlar desde
el prisma de la libertad sindical la oportunidad de los criterios utilizados.

En definitiva. no procede declarar que la limitación a empresas
o centros de trabajo de más de 250 trabl\iadores de la posibilidad
de nombrar delegados sindicales resulte contraria a los imperativos
de los arts. 7. 28 Y37 C.E.

FALLO

En atención· a lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA AUID­
RlDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTIl1JCJÓN DE LA NACION EspA:NOLA.

Ha decidido

Que no ha lugar a declarar la inconstitucionalidad del arto 10. l
de la Ley Orgánica 1111 985, Ue 2 de agosto. de Libertad Sindical.

PubJiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del EstadoJlo.

Dada en Madrid a veintinueve de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Finnado.-MigueI Rodriguez:-Piñero Bravo-Ferrer.-Luis López
Guerra-Fernando Garcia-Mon y González-Regueral.-earlos de la
Vega Benayas.-Eugenio Diaz Eimil.-Alvaro RodJiguez Bereijo.-Vicen­
te Gimeno Sendra.-José Gabald6n L6pez.-Rafael de Mendizábal AUen·
de.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz VillalÓD.--Cados Viver
Pi-Sunyer.

SENTENCIA

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY

La-Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta wr don
MigueJ Rodriguez-Piñero y Brav(;Ferrer. Presidente; don Fernando Gar­
cía·Món y GonzaJez-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas, don
Vicente Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don
Pedro Cruz Villalón, Magistrados. ha pronunciado

l. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el 8 de marzo
de 1989. el· Procurador de los Tribunales don Federico Pinilla Peco
interpone. en nombre y representación de don Fernando Juan Villena
Cañas. recurso de amparo contra la Sentencia de 9 de febrero de
1989 de la Audiencia Provincial de Ciudad Real. que estimó el recurso
de apelación fonnulado contra la Sentencia del. Juzgado de Instrucción
de Alcázar de San Juan de l 1 de mayo dI! 1988 :r revocó dicha
resolución.

2. La demanda se basa, en sintesis, en los siguíentes hechos:

a) En el Juzgado de Instrucción de AlcáZar de San Juan se siguieron
diligencias penales numo 16111987. por el trámite de la Ley Orgánica
10/1980. contra el actual recurrente en amparo. don Fernando Juan
Villena Cafias, en las que el Ministerio Fiscal calificó los hechos como
constitutivos de un deUto de coacciones del arto 496 del Código Penal.
solicitando la pena de dos meses de arresto mayor. multa, accesorias
y costas. Celebrado el juicio oral. el Juzgado de Instrucción dietó Sen­
tencia el ll de mayo de 1988, en la que absolvió al inculpado del
delito del que venia siendo acusado por el Ministerio Fiscal. declarando
las costas de oficio.

b) Contra la anterior resolución interpuso recurso de apelación
el Ministerio Público. que fue sustanciado ante la Audiencia Provincial
de Ciudad Real (rollo núm. 101/1988). En el acto de la vista el Minis-

apelación núm. 10 111988. En el proceso de amparo ha comparecido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Oimeno
Send.ra,. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecetleates

Sala Primera. Sentencia 174/1992. de 2 de noviembre.
Recurso de amparo 421/1989. Contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Ciuáad Real estimatoria del recur­
so de apelación formulado contra SenJencia del Juzgado
de Instancia de Alcázar de San Juan. absolviendo Q la
ahora recurrente en amparo de un delito de coacciones.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: inexis­
tencia de una declaración ile hechos probados.

26520

En el recurso de amparo núm. 421/1989. promovido por don Fer­
nando Juan ViUena Cañas. representado por el Procurador de los Tri­
bunales don Federico Pinilla Peco y asistido por el Letrado don Joaquin
Femández Rodriguez-Patmo. contra Sentencia de 9 de febrero de 1989
de la Audiencia Provincial de Ciudad Real, dietada en el recurso de


